


PROYECTO DE LEY

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º: Prohíbase la comercialización, tenencia, portación y otorgamiento de permisos de uso de armas de fuego de uso civil en todo el territorio de la Provincia, durante el plazo de tres años a partir de la sanción de la presente ley.
La prohibición se refiere a armas de uso civil, con las excepciones previstas en el art. 112 de la ley nacional de Armas 24029 y su reglamentación y las de caza o uso deportivo o gran porte. 
Artículo 2º: La prohibición alcanza a armas de fuego, portátiles, de puño o cortas, de carga tiro a tiro, de repetición, semiautomática o automática, pistola o revolver y toda aquella que por su carácter manual o de fácil portabilidad u ocultabilidad disponga la reglamentación. 
Artículo 3º: Dispónese la caducidad de todos los permisos otorgados durante el plazo previsto, por las delegaciones del Registro Nacional de Armas, sus delegaciones locales 



y las del Registro Provincial de Armas, con las excepciones debidamente razonables que a los fines del desarme efectivo se dispone por la presente ley.
Artículo 4º: Se procederá a la destrucción de armas de fuego secuestradas, o que se hallaren en depósito judicial o decomisos. A tal efecto, la autoridad judicial o administrativa dispondrá dentro del plazo de 48hs, la remisión de los materiales involucrados al lugar que la autoridad de aplicación designe.
En los procesos judiciales en que se hubiere procedido al secuestro de armas de fuego, el representante del Ministerio Público Fiscal ordenará en el plazo de 48hs la realización de pericia balística para determinar las estado, uso, características, funcionamiento y aptitud de disparo, la obtención de fotografías del material, y en su caso efectuar el reconocimiento del arma en los términos el artículo 262 del Código Procesal Penal.
Una vez cumplidas las medidas probatorias, el material quedará sujeto a destrucción y deberá ser remitido a tal efecto al lugar que se designe. De ello se labrará acta. Excepcionalmente y por resolución judicial fundada se podrá postergar la destrucción, si se considerase imprescindible ya pedido de la defensoría, contar con el objeto del secuestro, en cuyo caso deberá notificar su resolución a la Autoridad de Aplicación.
La destrucción ordenada durante la vigencia de la presente ley, no dará derecho a reclamo alguno, una vez efectuado.
Artículo 5º: Durante el período de vigencia de la presente ley, el Poder Ejecutivo convocará al Consejo Provincial de Seguridad, dentro de los 30 días de promulgada la ley, a los fines del diseño de una legislación definitiva en esta temática, de conformidad  con los principios orientadores y objetivos del Tratado internacional sobre Comercio de Armas y del objetivo de Desarme Efectivo de la población que declara esta Ley.


Artículo 6º: Las personas o instituciones privadas no autorizadas legalmente, que actualmente tengan en su poder, por cualquier título, material clasificado como armas de fuego, deberán declararlo en el término y las condiciones que fije la reglamentación, a los fines de su destrucción inmediata. Las actuaciones administrativas necesarias para regularizar su situación no serán anotadas como antecedentes desfavorables en el orden policial o administrativo.
Artículo 7º: La presente ley tiene carácter de orden público. 
El Poder Ejecutivo procederá a reglamentar la presente ley dentro de los quince días de promulgada.
Artículo 8º: De forma.










FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley tiene como objetivo prevenir y reducir la violencia con armas de fuego en el territorio de la provincia, en particular las consecuencias de su uso, mediante el establecimiento de un régimen jurídico que tienda al desarme efectivo de la población civil.
Es evidente la importancia de contar con una ley adecuada para el control de materiales de grave incidencia para la seguridad como son las armas y los explosivos, y también que la supervisión se asignara mediante la ley 24029 y su reglamentación a los organismos del Estado. Obviamente las estadísticas demuestran que su acción de control no ha sido eficaz y su accionar no lo ha sido con la idoneidad esperada.
Habrá que desenmascarar el discurso en términos de la supuesta voluntad de desarme poblacional, acentuando la funcionalidad del Renar y el Repar para la continuación con las políticas armamentistas, que si bien legítima en origen, cuando la ola de delitos se acrecienta no hace más que aumentar también  el aumento del circuito ilícito de robo de armas, venta ilegal, clandestina o fabricación casera. Decididamente debemos estar a favor del desarme. 
NI el gobierno provincial ni el nacional han hecho nada conforme a los planes anunciados y el discurso  relatado. 
Puede haber armas en un sistema de control y protección de los inermes, pero no, en las actuales circunstancias. Por esto se plantea la necesidad de una normativa de suma estrictez.



En el régimen legal actual la adquisición o transmisión por cualquier título, uso, tenencia y portación de armas de uso civil, sólo las personas mayores de edad podrían ser titulares; los dueños, gerentes o encargados de armerías y negocios de cualquier índole que comercien con "armas de uso civil", aun cuando tal actividad sea accesoria, estarían obligados a llevar un registro especial. Asimismo, se debía comunicar a las autoridades locales de fiscalización las operaciones que realicen, en la forma y plazos establecidos. Al momento las estadísticas muestran la tenencia y uso ilícito por menores de edad  y la circulación de armas de fuego sin control y de un modo creciente.
Ya nos referimos en es aspecto en un proyecto de declarando la emergencia en seguridad. Volvemos a insistir que debemos tender al desarme efectivo de la población en estas circunstancias.
La reglamentación estableció el procedimiento a que se ajustaría la transmisión de armas de uso civil entre particulares debiendo preverse en tales casos la intervención de la autoridad local de fiscalización. Cumplidos los recaudos y formalidades que establecía la reglamentación para la adquisición del arma, se debía recabar de la autoridad local de fiscalización el pertinente certificado de tenencia.
El certificado de tenencia no autorizaba en ningún caso la portación del arma, la cual únicamente se otorga previo permiso, en los casos que con carácter excluyente determinaba la ley.
Ese era objetivo, hoy incumplido totalmente.
La llamada ley 24029 vigente, en su capítulo v establece en su art. 35 que: “el poder ejecutivo podrá, cuando las circunstancias lo requieran por razones de seguridad o defensa, prohibir o limitar en forma temporaria la totalidad o cualquiera de los actos previstos en el artículo 1 de la presente ley, referentes a las armas y sus municiones, pólvora, explosivos y afines. al adoptarse dicha medida deberá dejarse constancia del 

lapso de su vigencia. Creemos que es facultad de la provincia los aspectos procedimentales de su implementación.
El art.141 de esa normativa establece que “la suspensión provisional del permiso o autorización, la clausura provisional y el secuestro del material en infracción podrán ser resueltos por la autoridad competente cuando dicha medida se funde en razones de seguridad o para evitar la comisión de nuevas infracciones y hasta tanto se dicte resolución definitiva. Se podrá disponer el decomiso y destrucción de material secuestrado, cuando así lo impongan urgentes razones de seguridad. En caso de adoptarse alguna de las medidas precautorias mencionadas con excepción del decomiso y destrucción, el interesado podrá interponer recurso de revisión dentro de los tres (3) días ante la autoridad interviniente, a fin de que se dejen sin efecto o se modifiquen sus alcances. La autoridad competente resolverá en definitiva dentro de los diez (10) días”
El tratado  Internacional de Comercio de Armas recientemente firmado el 2 de abril de 2013 los gobiernos representados en las Naciones Unidas (ONU) aprobaron prácticamente por unanimidad un Tratado sobre el Comercio de Armas por la Argentina establece que  los Estados Partes se comprometen a impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, dada su vinculación con el narcotráfico, el terrorismo, la delincuencia transnacional organizada, las actividades mercenarias y otras conductas criminales;
Asimismo el Tratado referido reconoce que los Estados firmantes tienen legislaciones internas sobre armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, y reconociendo que esta Convención no compromete a los Estados Partes a adoptar legislaciones o reglamentos sobre la propiedad, tenencia o comercialización de armas de fuego de carácter exclusivamente interno y reconociendo que los Estados Partes aplicarán sus leyes y reglamentos respectivos en consonancia con esta Convención. 



Entendemos que la Convención se refiere al comercio Internacional pero que las políticas de paz y no violencia orientan al mismo, y en ese sentido se orienta el presente proyecto. 
Esta iniciativa se refiere exclusivamente a las armas de uso civil, pues es la esfera de competencia reservada por la Provincia. Sabemos del debate a generarse, pero somos conscientes que sólo con una acción decidida por parte del Estado provincial puede llevar a las armas a manos de quien detenta o debería detentar el monopolio  del poder coactivo: el Estado.
Se ha instalado que un plan de desarme solo afectaría a futuras víctimas y no a la población inscripta en la actividad delictiva. Pretendemos con este proyecto iniciarlo y ponerle fin de un modo acorde con la normativa vigente.
En ese sentido establece pautas de actuación procedimental incluso llegando a la destrucción de toda arma de fuego hallada en un proceso penal. La autoridad de aplicación que se propone es el Ministerio Público.
Por todo lo expuesto solicitamos a la H. Cámara dé pronta sanción al proyecto que se presenta al debate.
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